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	 n el contexto de la modernidad, 
la conquista o manipulación de los 
recursos naturales es cada vez más 
evidente. Ante tal situación, los mal 
denominados desastres naturales son 
el producto de una relación incómoda 
entre la sociedad y la naturaleza. Son 
el epítome del dominio de la acción 
humana, el resultado de un tipo de 
organización social que privilegia el 
desarrollo sobre el ambiente. Además 
es una de las problemáticas que en las 

En este artículo se discute la construcción social y los imaginarios sociopolí-
ticos a partir de las inundaciones que ocurrieron en Zona Diamante, Acapulco, en 
2013. Se problematiza a las inundaciones como la consecuencia de las acciones 
humanas en la transformación del ambiente, y a su vez se discute cómo este tipo 
de eventos generan determinadas percepciones y formas de respuesta tanto del 
Estado como de las personas afectadas; es decir: a) cómo las acciones del Estado 
y las inmobiliarias posibilitan un escenario de vulnerabilidad socioambiental que, 
aunado a las amenazas naturales, producen el riesgo y el desastre; y, b) cómo las 
percepciones, acciones e interacciones de los actores involucrados constituyen 
determinados imaginarios sociopolíticos del desastre.

últimas décadas ha adquirido un grado 
de relevancia importante en la esfera 
pública, tanto porque pone en eviden-
cia el papel del Estado contemporáneo 
en cuanto a las acciones de gestión, 
comunicación, prevención y mitiga-
ción, como por los múltiples impactos 
que éstos ocasionan en la población y 
las formas de organización ciudadana 
que se gestan ante su presencia.

El desafío que implica el análisis 
de este tipo de fenómenos sociales 
puede identificarse por la multiplicidad 
de causas, consecuencias y actores que 
se interrelacionan en el escenario de 
riesgo y desastre. Así, en los estudios 
sociales sobre los desastres prevalecen 
de manera general dos perspectivas. 
La primera es una perspectiva “objeti-
va” o “macro” que discute el problema 
en términos de la construcción social 
del riesgo, o sea, asociándolo con la 

E formación paulatina de la vulnerabili-
dad como condición per se (pobreza, 
marginación, segregación espacial) de 
una población específica (aquélla que 
vive en la precariedad) y de su entorno 
inmediato, así como con la presencia 
de amenazas naturales. Los autores 
que ponen las bases para analizar los 
desastres desde esta perspectiva ha-
cen una crítica al desarrollo; sostienen 
que estos son los efectos no pensados 
y ocasionados por las acciones hu-
manas sobre el ambiente (Beck, 1997, 
2006, 2007; Giddens, 1990; Mansilla, 
1995; Hewitt, 1983, 1995; Lhumann, 
1992, 1996; Lavell, 1993, Cardona, 1993; 
Wilches, 1993).

La segunda perspectiva es “sub-
jetiva” o “micro”. En ella se discute la 
presencia de los desastres en términos 
de la percepción social del riesgo; es 
decir, cómo los actores sociales defi-
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nen lo que es y no un riesgo, o lo que se acepta o no como 
riesgoso. De igual forma se problematiza sobre la organi-
zación social y las posibles respuestas de los involucrados, 
focalizando sobre los alcances y límites de las acciones de 
los grupos sociales ante algún tipo de emergencia, como 
las inundaciones (Douglas, 1996; Douglas y Wildavsky, 1983; 
Hoffman y Oliver, 2002; Oliver, 2002).

Sin embargo, en estos enfoques encontramos que exis-
ten formas de análisis con objetivos y discusiones segmen-
tadas, cuya utilidad de manera separada sólo permite en el 
proceso de acercamiento al objeto de estudio (el desastre) 
reconocer una arista del problema, dejando de lado otras 
que quizá resultan igual de relevantes. En este sentido, de 
acuerdo con algunos autores se establece que, debido a 
la complejidad epistemológica que representa el análisis 
de los desastres, es necesario construir una complemen-
tariedad conceptual. Sostienen que si las dos perspectivas 
mencionadas anteriormente son posturas diferentes, no son 
excluyentes entre si. De esa manera, se menciona que no 
son los riesgos los que se construyen culturalmente, sino su 
percepción, mientras que la construcción social de riesgos 
remite a la “producción” de las condiciones de vulnerabilidad 
que, a su vez, definen o condicionan la magnitud de los 
efectos de las amenazas naturales. Es decir, que en un mismo 
tiempo y espacio se construyen y perciben socialmente 
riesgos de desastre (García Acosta, 2005; Castillo, 2013).

Esta perspectiva apuesta por explorar otros caminos 
que tienden a cruzarse en nuestra problematización de 
la realidad. Por esto nos interesa discutir en este texto, 
mediante esta otra postura, las acciones del Estado con-
temporáneo y los actores privados (inmobiliarias), los 
cuales posibilitan un escenario de vulnerabilidad socioam-
biental que, aunado con las amenazas naturales, producen 
el riesgo y el desastre. Igualmente nos interesa abordar las 
dimensiones sociopolíticas del desastre a través de las per-
cepciones, acciones e interacciones de los actores sociales 
involucrados. Para ello nos enfocaremos en las inundaciones 
que ocurrieron en Zona Diamante en 2013.

1. Los desastres como fenómenos 
sociales: entre la construcción 
y percepción social del riesgo

El estudio de los desastres no es nuevo. Sin embargo, cabe 
mencionar que sobre el tema han predominado aquellos 
estudios que desde una perspectiva naturalista deducen que 
los desastres son únicamente fenómenos naturales, por lo 
que su ocurrencia es resultado de un reacomodo o tensión 

de las fuerzas de la naturaleza. Esta percepción deja de 
lado su carácter sociopolítico, su definición e importancia 
social en su propio entendimiento y en la producción de 
conocimiento sobre los mismos.

El dominio que ejercen las ciencias naturales básicas 
sobre la problemática de los desastres en Latinoamérica 
es casi total. Por ejemplo, el estudio de patrones sísmicos, 
climatológicos y de estructuras ingenieriles ponen énfasis 
notorio en los problemas de predicción y en la adecuación 
de estructuras a los parámetros e impactos físicos de los 
eventos naturales que amenazan a la sociedad. En este 
sentido, aún cuando se acepta la existencia de un evento 
físico o natural, no constituye un desastre hasta que tiene 
un impacto negativo en la sociedad (Lavell, 1993; Hewitt, 
1983, 1995)1.

Pero la sociedad, su forma de organización o desarrollo, 
desde finales del siglo xx, se ha tomado como objeto de es-
tudio clave en la aparición y reincidencia de este tipo de even-
tos. Por lo tanto, el dónde, cómo y quién de los desastres 
depende de las condiciones y controles sociales existentes 
en la vida material de cualquier sociedad2. La vinculación de 
la transformación de la naturaleza con la dinámica social, 
económica, política y cultural de las sociedades tiene como 
característica principal una tensión sobreexpuesta en las 
formas de vida desarrolladas en los distintos contextos 
del planeta; mientras unos se benefician de la manipulación 
de la naturaleza, otros sufren sus respuestas negativas, 

1Allan Lavell menciona que el énfasis puesto en la predicción, prognosis, 
monitoreo y control estructural con énfasis en eventos de magnitud se 
encuentra confirmado, en América Latina, por el mismo desarrollo institu-
cional y el acceso a fuentes de financiamiento. Los centros e instituciones 
dedicados a las geociencias son los que mayor proyección y presencia 
tienen, en comparación con el casi nulo desarrollo institucional en torno 
a las ciencias sociales. Fácilmente llama la atención la producción investi-
gativa asociada a instituciones prestigiosas como el Instituto Peruano de 
Geofísica, el Centro Regional de Sismología para América del Sur (ceresis), 
el Instituto de Geociencias de la Universidad de Panamá, el Observatorio 
Vulcanológico y Sismológico y la Red Sismológica Nacional de Costa Rica, 
y la Facultad de Ingeniería de la unam, México, por nombrar solamente 
algunos. Además, el sustento investigativo y docente del paradigma do-
minante también se refleja y fortalece en la reciente creación de varios 
centros de prevención de desastres a nivel nacional o regional. Este es el 
caso, por ejemplo, del Centro Nacional de Prevención de Desastres de 
México (cenapred) y del Centro de Prevención de Desastres Naturales 
para Centroamérica (cepredenac) (Lavell, 1993).

2 Cabe mencionar que en la década de los noventa se instauró en 
algunos países de América Latina la Red de Estudios Sociales en Preven-
ción de Desastres (la red), organización que surge por la necesidad de 
comprender el desarrollo de los desastres en esta región por medio de 
variables como el crecimiento poblacional, los procesos de urbanización 
y ocupación del territorio, la vulnerabilidad social de las personas posi-
blemente afectadas, entre otros (véase <www.lared.org>).
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sobreviviendo ante los diferentes desastres, entre los que 
encontramos las inundaciones y las sequías.

En la actualidad, una de las consecuencias de los pro-
cesos de modernización en cualquier parte del mundo 
es la presencia del riesgo de desastre. El progreso tanto 
material como intelectual del ser humano ha exacerbado 
sus efectos, por lo que se vuelve sobre sí misma en for-
mas de incertidumbre y riesgo. Según Beck, el curso de 
la modernización autónoma se realiza anónimamente en 
relación con esos efectos colaterales (Beck, 1997: 202). 
Así, el autor enfatiza las consecuencias no pensadas del 
éxito de la acción humana y sus resultados adyacentes en 
la implementación de un modelo o proyecto de desarrollo 
“depredador” del ambiente.

No son las luchas entre clases sociales las que dieron 
paso a la externalidad del riesgo de desastre, sino los 
triunfos del capitalismo por medio de una relación mutua 
con los actores locales, llámense Estado, partidos políticos 
o empresarios. En la globalización actual, la sociedad del 
riesgo es mundial; no está delimitada por fronteras: se 
encuentra en todos los espacios locales y globales. Los 
riesgos fluyen, se encuentran en todos lados. El riesgo es el 
cable conector del orden dentro del desorden; es una “(…) 
posibilidad futura de ciertos acontecimientos y procesos 
que se hacen presentes en una situación mundial” (Beck, 
2007: 27), inesperada y sujeta siempre a los costos de las 
decisiones humanas. Así, la creación-acumulación de riqueza 
en el mundo va acompañada de una producción-distribución 
del riesgo y el posible desastre3.

En la modernidad reflexiva se alude, de acuerdo con 
Beck (2008), a la deconstrucción no lineal de un mundo 
complejo, difícil de desentrañar bajo los referentes colec-
tivos de clase, progreso o nación. Así pues, la contingencia 
y la ambivalencia se anuncian en un mundo de eventuali-
dades no previstas o difíciles de predecir y encapsular en 
las seguridades de antaño que permitían el viejo orden, 

en el cual el Estado era el eje rector de la sociedad. Es una 
era “(…) de incertidumbre y ambivalencia, que combina la 
amenaza constante de desastres de una magnitud entera-
mente nueva” (Beck, 1999: 146).

Para Miriam Alfie y Luis H. Méndez hay tres aspectos 
que pueden ilustrar la presencia de la ambivalencia y la 
contingencia en el contexto actual –o en la segunda mo-
dernidad, como le denomina Beck–. El primero tiene que 
ver con la finitud de los recursos naturales en la época 
industrial. El segundo es el fin de las seguridades y la pre-
sencia de los peligros, que ponen en cuestionamiento la 
ciencia, las identidades y las decisiones políticas. Por último, 
el desencantamiento, deterioro y descomposición por la 
falta de poder de la política y del Estado contemporáneo 
como los referentes principales del desarrollo, dando pie 
a los procesos de individualización, riesgo y desastre (Alfie 
y Méndez, 2000).

El concepto de riesgo puede tener varios enfoques y 
definiciones; es uno de los términos más complejos en rela-
ción con su conceptualización, ya que se tiende a confundir 
con el de amenaza. Los riesgos se encuentran presentes en 
la cotidianidad. Al tomar una decisión respecto de otras, o 
hacer alguna actividad implica correr el riesgo de perder 
algo a consecuencia de cualquier evento externo, como 
un temblor, inundación, crisis económica, etcétera. Los 
riesgos no son alejados de la estratificación social: se viven 
individual y socialmente4.

El riesgo significa la anticipación no efectiva de la 
catástrofe; es una antesala de la misma. Los riesgos tienen 
mayores y menores grados de posibilidad de convertirse en 
desastres, y son diferentes de los grados de incertidumbre 
e impacto. El riesgo es una realidad discutible que inmiscuye 
una serie de posibilidades no previstas, que tampoco son 
mera especulación, pero de igual forma no se manifiestan 
como catástrofes acontecidas. La catástrofe se define es-
pacial y temporalmente, el riesgo no. El riesgo es un acon-
tecimiento anticipado y la primera es un suceso efectivo; 
parece que ambos se encuentran siempre ligados5.

3 En el ciclo sucesivo de la modernidad, Ulrich Beck apunta que 
aparte de la generalización de un proceso de globalización existen otros 
elementos entre los que figuran: la aparición de una individualización de 
las sociedades reflejada en la construcción biográfica de sus actores, la 
sublevación de los géneros por la conquista de la igualdad manifestada en 
el cambio de la moderna institución familiar, las situaciones sexuales, el 
matrimonio, la paternidad, la aparición de la flexibilización laboral, y por 
último el surgimiento de los riesgos globales: las crisis financieras, las ame-
nazas terroristas y las crisis ambientales. Aunado a eso, la incertidumbre y la 
ambivalencia son los referentes más significativos en el tiempo que corre, o 
sea, actualmente las relaciones entre los actores sociales contemporáneos 
–ya sea entre individuos, instituciones, etcétera– siempre se encuentran 
en permanente irresolución y contingencia (Beck, 2007).

4 Omar Cardona (1993) menciona que la amenaza es la probabilidad 
de ocurrencia de un evento potencialmente desastroso durante cierto 
período en un sitio dado, y el riesgo es la probabilidad de que ocurra un 
desastre en relación con la vulnerabilidad y la amenaza. Por otra parte, 
Niklas Lhumann (1992) (1996) hace una diferenciación entre riesgo y 
peligro. La diferencia yace en el origen de las causas negativas para la 
población. Así, el peligro es una situación dañina de origen externo, y 
el riesgo es cuando los posibles daños son consecuencia de decisiones 
tomadas conscientemente.

5 La presencia de las plantas de energía nuclear en el mundo a lo largo 
del tiempo son un ejemplo del riesgo ambiental vuelto catástrofe; al menos 
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Por su parte, Anthony Giddens menciona que “(…) el 
riesgo es un producto de la modernidad que necesariamen-
te está ligado a su dinámica, y por lo tanto no se le puede 
aislar ni de la separación de tiempo y espacio, el desanclaje 
o la reflexividad” (Giddens, 1990: 42). El riesgo y la pérdida 
de confianza están firmemente entrelazados al desanclaje; 
implica una reubicación de la actividad social en sus con-
textos localizados para reorganizar las relaciones sociales 
a través de enormes distancias entre tiempo y espacio. 

Los riesgos son correlación e intercambio de falsacio-
nes, de desconfianzas en las verdades científicas y políticas, 
las cuales por ejemplo se expresan en forma de pérdidas 
esperadas (humanas y materiales) en el evento de un fe-
nómeno socioambiental –es decir, durante la presencia 
de un mecanismo de ajuste por medio de la interacción de 
decisiones científicas y tecnológicas sobre la imposición del 
progreso de la sociedad ante la dominación de la naturale-
za–. La pérdida de las verdades científicas, de los sistemas 
expertos y la seguridad ontológica hace posible el riesgo 
de desastre (Giddens, 1990).

Por consiguiente, en fundamento de este texto consi-
deramos que si el riesgo ambiental es una consecuencia del 
proceso civilizatorio denominado modernidad, es también 
una categoría útil para discutir problemáticas sociales a 
nivel local, como las inundaciones. Al mismo tiempo, a partir 
de esta categoría teórica podemos conjugar una serie de 
elementos relacionados con la degradación y los cambios 
en el ambiente en general, como el cambio climático o los 
diferentes niveles de vulnerabilidad de las personas posi-
blemente afectadas y de su entorno inmediato6.

En ese sentido, de acuerdo con Scott Lash, existe una 
línea de fractura internacional entre las sociedades en pro-
ceso de industrialización y las que sí lo son. Las poblaciones 
subdesarrolladas sufren los peores males de la degradación 
ambiental, sobre todo si se convierten en basureros del 
mundo. Esa división también se reproduce al interior de 
cada país, bajo lógicas capitalistas particulares y en fenóme-
nos concretos, lo que a su vez impide crear mecanismos 
de respuesta rápida ante cualquier situación de riesgo. De 
ahí la importancia de enfatizar que la construcción social 
de los riesgos de desastre se encuentra relacionada en su 
totalidad con la formación de diferentes dimensiones de 
vulnerabilidad (Lash y Urry, 1998).

Pareciera que Beck toma en cuenta a las diferencias so-
ciales al discutir la presencia de los riesgos en las sociedades 
contemporáneas, ya que sostiene que “(…) las capacidades 
de enfrentarse a las situaciones de riesgo, de evitarlas, de 
compensarlas, parecen estar repartidas de manera desigual 
para capas de ingresos y de educación diversas” (Beck, 2006: 
41) en el mundo. Así, la presencia de los riesgos ambientales 
tiene también que analizarse en relación con la construcción 
de la vulnerabilidad.

La discusión sobre la vulnerabilidad ligada a la presencia 
del riesgo por desastre nace de la necesidad de romper la 
idea impuesta y hegemónica de desarrollo, en el entendido 
de que cada grupo social es situacionalmente débil ante el 
embate de alguna amenaza natural. La alteración del clima 
es global; cualquier espacio geográfico es susceptible de 
sufrir una catástrofe. Pero social, política, económica y cul-
turalmente, cada país maneja la presencia de los riesgos de 
acuerdo con diferentes percepciones que indudablemente 
nos remiten a una situación de vulnerabilidad.

en dos ocasiones la producción de energía nuclear basada en las verdades 
científicas ha puesto en peligro a gran parte del antiguo continente; una 
ocurrió en Chernobyl y la otra en Japón. Chernobyl es una ciudad del norte 
de Ucrania; allí se encontraba una planta de energía nuclear, que el 26 de 
abril de 1986 causó la mayor catástrofe ambiental del mundo. Se aplicó 
sin supervisión un experimento que provocó una reacción incontrolada 
de expulsión de vapor, causando que la capa del reactor nuclear fuera 
destruida y se liberaran a la atmósfera millones de curios de nucleidos 
radioactivos. La radiación se extendió a Europa septentrional hasta llegar 
a Gran Bretaña. Algunos datos mencionan que sólo murieron 31 personas, 
pero en realidad no se sabe el número de muertes aún. El 11 de marzo de 
2011, después del terremoto y del tsunami que azotó el noreste de Japón, 
ocurrió una catástrofe en la planta nuclear de Fukushima: unas explosiones 
en los edificios que albergaban los reactores nucleares, aunado a las fallas 
en los sistemas de refrigeración, expulsaron una radiación al exterior que 
afectó y afectará en un tiempo a un considerable número de personas.

6 El riesgo ambiental, desde la perspectiva teórica de Ulrich Beck, se 
conceptualiza como algo macro; es decir, que es un fenómeno generali-
zado en el mundo; todos lo vivimos. Es una consecuencia inesperada e 
incalculable del desarrollo del capitalismo de finales del siglo xx. Ade-
más, los repliegues del Estado benefactor hacia lo social posibilitaron su 

resurgimiento e impacto en la actualidad, sobre todo en sociedades más 
vulnerables en relación con las más desarrolladas. Por su parte, Giddens 
manifiesta que la presencia del riesgo en general se da en todos los mo-
mentos de la vida cotidiana; lo visualiza como la pérdida de la fiabilidad en 
los sistemas expertos, la ciencia y la política, principalmente. La presencia 
del riesgo desde este enfoque es por la pérdida de seguridad ontológica, 
que posibilitaba en la vida social una reproducción de las acciones hacia el 
orden, el progreso y la perfección humana. Pareciera ser que al momento 
de analizar el fenómeno de las inundaciones en una zona geográfica especí-
fica, y desde estas dos posturas teóricas, existe una contraposición más que 
una complementación, ya que el primer autor menciona que la presencia 
del riesgo es por la fractura del Estado Keynesiano y el desarrollo del 
capitalismo, mientras que el segundo dice que el riesgo es por la ausencia 
de la confianza en la sociedad sobre sus propios fundamentos, orden y 
progreso. Sin embargo, es de nuestro interés intentar amalgamar estas 
dos reflexiones conceptuales uniendo el riesgo ambiental con el concepto 
de vulnerabilidad, con la finalidad de encontrar un mayor acercamiento al 
problema de los desastres.
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La vulnerabilidad se ha convertido en un elemento 
indispensable en los análisis sobre los desastres, ya que los 
procesos y las relaciones sociales generan un estar desigual 
frente al riesgo y al desastre. Según Beck, la vulnerabilidad 
es la consecuencia de juegos de poder sobre la toma de 
decisiones en marcos nacionales y globales, es los medios y 
las posibilidades de que disponen los individuos, las comu-
nidades o grupos enteros de la población para acabar con 
los riesgos que amenazan su existencia (Beck, 2008).

En ese sentido, si bien la conceptualización de la vulnera-
bilidad es algo maleable y sujeto a la construcción de determi-
nados discursos e intereses, también es delimitada por ciertas 
condiciones estructurales que inciden en la caracterización de 
los sujetos. Es algo dinámico y gradual que permite interpretar 
la movilidad social de las personas, la construcción del espacio 
en donde habitan y sus formas de acción ante la presencia de 
prefijadas situaciones de riesgo de desastre. La vulnerabilidad 
ya no puede ser entendida desde su forma más técnica, en 
la cual se asume que los individuos son proclives a entrar 
en una fase de pobreza; es algo más complejo que no sólo tiene 
relación con las condiciones sociomateriales de existencia, sino 
también de su entorno.

En el estudio de los desastres en América Latina, y en 
México particularmente, el tema de la vulnerabilidad ha ad-
quirido una considerable importancia por sus consecuencias 
en cuanto a la magnitud de daños e impactos en los distintos 
grupos sociales (Banco Mundial, 2013). De esta manera, la 
vulnerabilidad es el factor de riesgo interno de un sujeto o 
un sistema expuesto a una amenaza que paralelamente se 
encuentra predispuesto a ser alterado, o bien, es entendida 
como la ineficacia de un grupo social determinado para 
adecuar su organización frente a los cambios en el medio 
natural, por ejemplo en la presencia de las inundaciones 
(Blaikie, 1996; Cardona, 1993; Cutter, 2009; Wisner, 2004; 
Wilches, 1993)7. Pareciera ser que la vulnerabilidad es so-
lamente exponencial y no un proceso diversificado, tanto 
por los actores como por los elementos que consolidan 
los riesgos. Es una relación directa con la incapacidad social 
de un individuo o grupo humano para adaptarse al cambio, 
por lo que es algo que determina la intensidad de los daños 
que posiblemente pueden presentarse o producirse por la 
presencia de amenazas naturales8.

En ese sentido, los niveles de adaptación de los indivi-
duos o grupos dependerán de la reducción de los niveles 
de vulnerabilidad. Sin embargo, la vulnerabilidad no sólo 
la retomaremos como una condición social per se de la 
población posiblemente afectada, sino también de las condi-
ciones ambientales de su espacio de existencia, en relación 
con la degradación del ambiente debido al desarrollo de la 
industria, la construcción de la precariedad, etcétera. Y es 
que la vulnerabilidad no es igual y depende de las distintas 
formas de construcción a nivel estructural y social. 

La vulnerabilidad y el riesgo de desastre siguen un 
proceso de estructuración paulatino y distinto a la vez que 
incluye una variedad y variabilidad de factores9. En este 
caso, de ningún modo nuestro interés es crear o recrear 
una tipología de las vulnerabilidades, sino más bien pensar 
enlaces de entendimiento, considerando que existen dimen-
siones de la vulnerabilidad10. Al hablar de vulnerabilidad no 
sólo aludimos al estado socioeconómico de las personas, 
–expresado por el equipamiento de la vivienda, la ocupación, 
el nivel educativo, de ingreso, etcétera–, sino de igual manera 
a la situación ambiental del espacio que ocupan.

En este caso, proponemos que existen dos dimensiones 
de la vulnerabilidad: una que está relacionada con las con-
diciones ambientales del espacio socialmente construido, 
y otra que se refiere a las características socioeconómicas 
de los actores sociales (personas afectadas); es decir, alu-
dimos a la vulnerabilidad ambiental y socioeconómica en 

7 El concepto de vulnerabilidad global que utiliza el autor se refiere 
justamente a que la vulnerabilidad no sólo abarca un campo específico en 
determinada sociedad, para lo cual establece que existen ocho tipos de 
vulnerabilidad: por nivel de exposición, económica, política, institucional, 
comunitaria, ideológica, cultural y educativa (Wilches, 1993).

8 Véase (Banco Mundial, 2013).

9 Por ejemplo, no se puede analizar y generalizar la presencia del riesgo 
por inundaciones en un determinado lugar como un país, ya que quizá pue-
den existir sitios en los cuales ocurra el mismo evento catastrófico, pero 
la diferencia recae en cuáles han sido y serán las capacidades sociales, 
políticas y económicas de respuesta, o las formas de adaptación que en un 
futuro logren prevenir e impedir las pérdidas; no es lo mismo la respuesta 
de las personas que integran una colonia popular que se instala cerca de 
un río, a las de una unidad habitacional, por ejemplo.

10 Cabe aclarar que algunos autores como Ignacio Rubio y Martín 
Coy actualmente han profundizado sobre el replanteamiento teórico del 
concepto de vulnerabilidad. Por su parte, Ignacio Rubio (2012) explica 
que ya no es conveniente hablar de la vulnerabilidad en términos de la 
capacidad porque estaríamos limitando su abstracción analítica; en cambio, 
es de importancia incorporar al análisis de los desastres el concepto de 
estructura de vulnerabilidad. Ésta se refiere a las condiciones que afectan 
las posibilidades, orientaciones y capacidades de decisión del conjunto de 
agentes o actores en un escenario de riesgo. En otro sentido, Martín Coy 
(2010) menciona que existe una estructura doble de vulnerabilidad, una que 
se refiere a las condiciones del espacio físico y otra a la capacidad de reac-
ción de los actores sociales. En ambos casos, el concepto de estructura es 
utilizado para englobar lo que llamamos las dimensiones de la vulnerabilidad, 
lo cual nos parece problemático en términos de la operacionalización. La 
estructura es un concepto rígido que no permite visualizar por un lado 
la construcción social del riesgo, y por el otro la percepción social de los 
actores ante el mismo.



Panoramas revisionistas254

el entendido de que están tangencialmente vinculadas a la 
presencia de las amenazas naturales y al riesgo de desastre11. 
Entendemos la vulnerabilidad como la acumulación espacio-
temporal de las condiciones de precariedad de la población 
y de su entorno de existencia, las cuales impiden o delimitan 
las respuestas, acciones e interacciones de los actores so-
ciales frente a un escenario de riesgo de desastre.

De esa manera, la conjunción que se ha establecido 
entre la aparición del riesgo de desastre y lo que hemos 
llamado dimensiones de vulnerabilidad es indispensable para el 
análisis de las inundaciones. De ahí que nos ayudará a enten-
der cómo es que el riesgo es producto de un proceso social 
amplio, por lo que se inscribe indiscutiblemente en un nivel 
“macro”. Empero, si analizamos la presencia del riesgo de 
desastre sólo desde este enfoque estaríamos minimizando 
su complejidad, dado que únicamente pondríamos énfasis en 
cómo el riesgo es producto de la formación paulatina de la 
vulnerabilidad ambiental y socioeconómica, paralelamente 
relacionadas a la presencia de las amenazas naturales. Sin 
embargo, los riesgos al materializarse en desastres no sólo 
manifiestan las condiciones de precariedad social de la 
población y del entorno que habitan.

En ese sentido, el riesgo de desastre es algo latente, de 
efectos socioambientales negativos pero al mismo tiempo 
de percepciones sociales diferentes. Ulrich Beck, aunque no 
ahonda en el asunto de cómo los actores sociales perciben, 
viven o emergen ante una situación de riesgo, afirma que 
existe una “(…) relatividad cultural de la percepción social 
del riesgo” (Beck, 1997: 216); es decir, que en cualquier 
tipo de sociedad, la construcción social de los riesgos es 
paralela también a cómo cada población los percibe y actúa 
de acuerdo con sus recursos e intereses o limitaciones.

En este caso, Mary Douglas menciona que cada forma 
de organización social está dispuesta a aceptar o evitar 
determinados riesgos en relación a su desenvolvimiento 
en un tipo de sociedad específico. El riesgo es experimen-
tado y definido con base en la elaboración subjetiva de los 
actores sociales, los cuales lo viven en un espacio y tiempo 
concretos (Douglas, 1996). Las constantes formulaciones y 

11 Anthony Giddens (2010) menciona que la política de adaptación al 
cambio climático de cualquier país debe tener como prioridad realizar un 
mapa detallado de las vulnerabilidades tanto a nivel local como nacional, 
en tanto que la vulnerabilidad debe ser entendida como la propiedad del 
entorno físico de un individuo o de un grupo ante la presencia de un 
evento catastrófico. Se trata en un primer momento de la capacidad y 
exposición de un entorno construido ante una amenaza, mientras que en 
otro momento se relaciona con las cualidades de los grupos sociales para 
articularse y actuar juntos en lugar de dividirse y fragmentarse, incluso de 
cambiar los modos de vida existentes si fuera necesario hacerlo.

reformulaciones de la organización de los actores sociales 
(personas posiblemente afectadas y autoridades corres-
pondientes) trae como consecuencia una instauración e 
imposición de las concepciones sobre el riesgo, mismas 
que van a cambiar en relación con los aspectos simbólicos 
entrelazados en los valores, creencias, beneficios, formas de 
solidaridad, de respuesta colectiva, familiar o individual. En 
este enfoque se entiende que el riesgo construido social y 
objetivamente es percibido de manera subjetiva; los grupos 
sociales reconstruyen la idea de riesgo o desastre creando 
definiciones muchas de las veces discordantes y con miras 
poco viables al consenso. Por otra parte, el juego de las 
subjetividades es conflictivo, lo cual provoca un ambiente 
de tensión encaminado a la polarización de las respuestas 
o acciones.

Dada esta circunstancia, es preciso articular la discu-
sión macro y micro en el análisis del riesgo de desastre, 
con la finalidad de efectuar un mejor acercamiento y pro-
poner formas complementarias e integrales de análisis. La 
construcción social del riesgo, desde la perspectiva macro, 
refiere a la serie de procesos sociales que producen el 
riesgo, la vulnerabilidad y el desastre, mientras que a 
nivel micro, el enfoque de la percepción social hace hincapié 
en la formación de subjetividades en cuanto a la presencia 
del riesgo, la vulnerabilidad y el desastre. Así, develamos 
cómo en las sociedades se crean riesgos al mismo tiempo 
que son percibidos socialmente por los distintos actores. 
Hemos demostrado que si bien pareciera ser que son pos-
turas diferentes, pueden ser complementarias. Al respecto, 
Virginia García Acosta afirma que:

Debemos tener clara la siguiente distinción: la percepción 
del riesgo es culturalmente determinada, que no es lo mis-
mo que construir socialmente riesgos. No son los riesgos 
los que se construyen culturalmente, sino su percepción. 
La construcción social de riesgos remite a la producción 
y reproducción de las condiciones de vulnerabilidad que 
definen y determinan la magnitud de los efectos ante la 
presencia de una amenaza natural (García, 2005: 23).

Finalmente, sostenemos que el riesgo ambiental, vis-
to conjuntamente desde estas dos propuestas teóricas, 
puede abrir nuevos caminos en la producción teórica y 
metodológica en el análisis integral sobre los desastres. Se 
trata de una perspectiva que cobra especial relevancia; por 
eso resulta importante que para demostrar su potencial 
heurístico nos detengamos en casos concretos, como las 
inundaciones.
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2. Inundando la Zona Diamante

Las inundaciones son un fenómeno recurrente en determi-
nados espacios de México. Han afectado a una gran parte de 
la población, sobre todo en estados del sureste mexicano 
como Guerrero y en las grandes ciudades como la Zona 
Metropolitana del Valle de México (zmvm). En estos lugares, 
la antesala de este tipo de desastres es caracterizada por la 
constante presencia de amenazas naturales (tormentas, 
ciclones, etcétera) y la formación de la vulnerabilidad 
ambiental por la explotación de los recursos naturales. 
Del mismo modo, la pobreza es un factor determinante, 
así como la falta de prevención desde las instituciones del 
Estado, y particularmente la presencia de actores privados 
como las inmobiliarias –las cuales, a través de permisos 
o “acuerdos” con la clase política local, transforman los 
territorios–.

En el caso de Guerrero, las recientes inundaciones 
(septiembre de 2013) destruyeron zonas urbanas e indí-
genas. En este texto sólo nos enfocaremos en los eventos 
ocurridos en Zona Diamante, Acapulco. Discutiremos su 
espacio-temporalidad; es decir, se explicará cómo la cons-
trucción social del riesgo y el desastre es el resultado de 
un proceso de desarrollo modernizador guiado por los 
actores gubernamentales y privados que conjuntamen-
te por una parte promueven de manera centralizada el 
mercado inmobiliario y el crecimiento urbano-turístico, y 
por la otra generan –con dichas acciones– la presencia de 
dimensiones de vulnerabilidad tanto en la población como 
en el entorno que ésta habita. Estas acciones, junto a las 
amenazas naturales, provocan el riesgo y el desastre, como 
se explica a continuación.

2.1 Incongruencias en la planeación urbana 
y el deterioro ambiental

Desde finales del siglo xix, la ciudad de Acapulco se ha 
tratado de ordenar territorialmente con base en una serie 
de planes reguladores, implementados por los diferentes 
gobiernos. Pero fue hasta el año de 1945 cuando se intentó 
ejecutar formalmente el primero, a cargo de la Junta Federal 
de Mejoras Materiales (jfmm), sin obtener ningún resultado 
concreto. Más tarde, en 1979, el Fideicomiso de Acapulco se 
encargó de reformular y actualizar el entonces Plan Director 
Urbano de la ciudad de Acapulco, mismo que fue promulgado 
finalmente en el año de 1988 (Ramírez, 2009).

En este sentido, el crecimiento urbano y turístico de 
la actual Zona Diamante se dio justamente a partir de 

la década de los cincuenta del siglo pasado, y su impulso 
más importante fue a finales de 1980 a consecuencia de la 
aplicación de dicho plan y de la intervención de distintos 
actores como el gobierno federal, estatal y las inmobiliarias 
privadas, que han jugado un papel preponderante en la 
transformación del ambiente en esta zona.

En un inicio, el crecimiento fue ligado a los cambios 
socioespaciales del pueblo de Puerto Marqués y de la 
pequeña bahía. Este proceso inició con la construcción 
de una carretera denominada La Escénica, mediante un 
acuerdo entre una empresa privada y el gobierno federal. 
Durante la administración del entonces presidente Miguel 
Alemán (1946-1952), se propuso a la constructora Eureka 
que realizara esa obra y como pago se le concederían los 
títulos de algunos terrenos expropiados ubicados en Puerto 
Marqués (Escudero, 1998).

Tabla 1 
Planes reguladores de la ciudad de Acapulco, 

1889-2001

Año Planes reguladores de la ciudad de Acapulco

1889 Plano regulador de la ciudad de Acapulco
1945 Actualización del plano regulador
1951 Comisión de Planificación Regional de Acapulco
1970 Plan Acapulco
1980 Plan Director Urbano de Acapulco
1985 Reglamento de zonificación y usos del suelo
1988 Plan Director Municipal de Acapulco
1990 Plan Parcial de Acapulco Diamante
1991 Plan Parcial de Desarrollo Urbano de Acapulco Dorado
1993 Plan Director Urbano
2001 Plan Director Urbano de la Zona Metropolitana de Acapulco

Fuente: Elaboración propia con base en la información en Ramírez, 
2009.

A raíz de esa intervención se desarrolla el corredor 
Anfiteatro-Puerto Marqués, en el que aparecen las primeras 
viviendas residenciales, industrias y los principales hoteles, 
como el Hotel Princess. Del mismo modo surgieron empre-
sas como la Compañía Impulsora de Revolcadero, S.A., y con 
ello otros proyectos inmobiliarios entre los que destacan 
el fraccionamiento Las Brisas, el Hotel Pierre Marqués, el 
primer campo de golf en la zona, varios restaurantes y cen-
tros nocturnos. Así, se generó un mayor flujo del turismo 
hacia diferentes playas como el Revolcadero y una mayor 
demanda de servicios, sobre todo de vivienda para turistas 
(Escudero, 1998). Este lugar fue adquiriendo una paulatina 
importancia como centro turístico y de inversión, a tal grado 
que en 1988 los gobiernos federal y estatal, encabezados 
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por Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) y José Francisco 
Ruiz Massieu (1987-1993), pusieron en marcha, de manera 
formal, el proyecto turístico-urbanístico denominado Zona 
Diamante. 

Esta acción fue justificada por el supuestamente incon-
trolado y desordenado crecimiento, el cual había provocado 
poca rentabilidad del suelo, saturación y baja oferta de la 
tierra; por lo tanto, tenía que ser reordenado con la finalidad 
de asegurar determinadas porciones de tierra de vocación 
turística y reposicionar a Acapulco en el mercado turístico 
mundial. Para ello, el gobierno estatal creó la Promotora 
Turística (protur), con el objeto de instalar un banco inmo-
biliario y promover la inversión privada a través de la expro-
piación de grandes cantidades de terreno pertenecientes 
a los antiguos inversionistas y colonos; protur integró un 
banco de tierra de siete millones de metros cuadrados, 
de los cuales el proyecto Zona Diamante ocuparía, en un 
primer momento, una franja de 139 hectáreas con más de 
2.7 kms., cerca del mar. Al respecto, el gobernador Ruiz 
Massieu aseguraba:

El plan maestro implantado se orienta por criterios mo-
dernizadores bien definidos: el desarrollo contará con 
un club de golf, instalaciones recreativas y para deportes; 
hoteles, villas y condominios de lujo. Igualmente el plan 
procurará balancear el incremento de la oferta hotelera 
de gran turismo con espacios para condominios de alta 
calidad e inversión (Ruiz, 1990: 294).

De tal forma, en ese proyecto modernizador se pro-
ponía enarbolar al Acapulco Diamante como una de las 
joyas más rentables y emblemáticas de la política moderna 
nacional. El proyecto se desarrollaría, en un principio, en la 
península conocida como Punta Diamante; posteriormente 
se extendió hasta conformar un amplio territorio que va de 
la avenida La Escénica hasta Barra Vieja. Su desarrollo fue 
agilizado, entre otras cosas, por la construcción de infra-
estructura carretera como la autopista México-Acapulco 
(Autopista del Sol) y el Viaducto Diamante (La Jornada, 26 
de septiembre de 2013).

La ejecución del Plan Director Urbano trajo consigo 
distintos costes sociales: por un lado, la aparición de una 
serie de movilizaciones campesinas que condenaron las 
acciones expropiatorias de Ruiz Massieu, dado que junto 
con grupos empresariales y funcionarios se apropiaron de 
las tierras mediante contratos fraudulentos y operaciones 
no transparentes, utilizando a la Promotora Turística como 
mediadora, la cual pagó por esos terrenos una cantidad 

poco considerable. Esos terrenos después fueron vendidos 
a las inmobiliarias en dólares por metro cuadrado. 

En 1990, durante un acto de resistencia, dos ejidatarios 
de Lomas de Chapultepec fueron asesinados por guardias 
pertenecientes a la inmobiliaria Acapulco-Papagayo. Este 
conflicto sigue vigente por la disputa de 163 hectáreas; 
la empresa ha ganado la mayoría de los juicios agrarios. 
Actualmente, varios ejidatarios de La Poza y de Puerto 
Marqués han aceptado las indemnizaciones, mientras que 
otros continúan la lucha. Por ejemplo, los habitantes de El 
Podrido y Plan de los Amates lograron impedir que dos 
empresas se apoderaran de sus tierras; para ello, además de 
la batalla legal, realizan marchas, plantones o campamentos. 
Otros afectados del ejido Alfredo V. Bonfil –aquellos que no 
aceptan la indemnización– todavía tienen juicios pendientes 
en la Suprema Corte de Justicia de la Nación (La Jornada, 
26 de septiembre de 2013).

Por otro lado, Zona Diamante es un lugar de alto ries-
go proclive a los sismos e inundaciones por el cambio de 
uso de suelo, la sobrecarga en el territorio y la constante 
presencia de las amenazas naturales. Si bien en un principio 
la transformación del ambiente fue orientada al desarrollo 
del turismo y la instalación de zonas residenciales, también 
de forma paralela se fomentó la construcción masiva de 
viviendas de interés social y de todo tipo de edificaciones e 
infraestructura. Ambos espacios construidos se encuentran 
en terrenos poco apropiados, ya que la mayoría son hume-
dales y colindan con distintas lagunas y ríos12. En la Zona 
Diamante, las colonias de carácter residencial-turístico, 
como Joyas de Brisamar o Playa Guitarrón, y los desarrollos 
populares tanto turísticos como habitacionales colindan con 
la laguna de Tres Palos y están muy cerca de las desembo-
caduras del Río Papagayo y el Río de la Sabana.

Es decir, otra de las consecuencias no pensadas de este 
proyecto modernizador es la vulnerabilidad socioambiental, 
el riesgo y el desastre. En 1997 llegó el huracán Paulina, con 
vientos de más de 150 km. / hora y lluvias torrenciales de 
1200 ml. Dejó a su paso por este lugar numerosas personas 
afectadas, viviendas e infraestructura destrozadas por la 
inundación13. Este evento natural evidenció la poca capaci-

12 En Puerto Marqués se encuentra el gran desarrollo del Acapulco 
Diamante con un enorme equipamiento turístico: hoteles, fraccionamientos 
residenciales y campos de golf. En esta misma zona, pero al lado de la laguna 
de Tres Palos, del Río Papagayo y del Río de la Sabana, se encuentran los frac-
cionamientos Vicente Guerrero y Luis Donaldo Colosio, ambos desarrollos 
de vivienda popular construidos entre 1998 y 1999 por la empresa geo.

13 El 9 de octubre de 1997, Paulina devastó varias regiones del estado 
de Guerrero, pero en especial afectó al puerto de Acapulco, donde provocó 
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dad del entorno construido y de la población al pasar de 
una mera amenaza a un riesgo y desastre de gran magnitud. 
Después de la emergencia se pensó que sería una buena 
oportunidad para replantear el rumbo y control del creci-
miento urbano y turístico a futuro, respetando la naturaleza, 
con más racionalidad, considerando las demandas de los 
diversos sectores de la población que se manifestaron 
reclamando su participación en la toma de decisiones en 
relación a su futuro inmediato (Ramírez, 2009).

Posteriormente, distintos actores formales y no 
formales (Davis, 2012) a nivel federal, estatal y municipal 
–como la Comisión Nacional del Agua (conagua), el 
Centro Nacional de Prevención de Desastres (cenapred), 
la Secretaría de Desarrollo Social Federal (sedesol), la 
Universidad Autónoma de Guerrero-Colegio de Ingenieros 
y Arquitectos, la Secretaría de Desarrollo Urbano y Obras 
Públicas del Estado, comités vecinales y asociaciones civiles, 
entre otros– organizaron un foro ciudadano en el que se 
discutió la situación de la ciudad y el rumbo de las políticas 
urbanas en la zona. Se realizó un diagnóstico de los aspectos 
físico-naturales, de infraestructura, suelo, vivienda, vialida-
des afectadas y equipamiento urbano en general; al final se 
concluyó que era necesario reformular, otra vez, el Plan 
Director Urbano con un enfoque sustentable e integral.

El papel de la ciudadanía en la toma de las nuevas deci-
siones fue suplantado y coactado por funcionarios estatales 
y actores privados (inmobiliarias), quienes intentaron legiti-
mar sus acciones mediante la contratación de especialistas 
en el ramo de la construcción (arquitectos e ingenieros) 
para justificar las modificaciones del nuevo orden urbano 
de la Zona Diamante y controlar la ebullición de las pro-
testas sociales de los aun afectados. Una vez discutidas y 
elaboradas las reglas sobre el uso del suelo, las densidades 
de las nuevas construcciones y la definición de las zonas 
de crecimiento urbano, el nuevo Plan Director Urbano fue 
publicado en el año 2001.

Ese programa se impulsó durante la administración de 
Carlos Zeferino Torreblanca Galindo; en él se avaló que 
nuevos predios agrícolas fueran destinados a la construcción 
de más zonas habitacionales y comerciales en beneficio de 
las inmobiliarias. Algunos de los ejidos expropiados fueron 
Llano Largo, La Zanja, La Poza, Cayaco, Tres Palos, entre 
otros. De acuerdo con información de Protección Civil 
Municipal, entre 2004 y 2006 la tasa de crecimiento de la 

población localizada en estos espacios fue de 445.3% (El 
Universal, 20 de septiembre de 2013). 

De esa manera, la mancha urbana en Zona Diamante 
seguía creciendo, y con ello el riesgo de desastre. A una 
década de Paulina, la tormenta Henriette de 2007 exterio-
rizó la nula funcionalidad del nuevo Plan; los resultados del 
crecimiento urbano y turístico poco planeado y depreda-
dor del ambiente se hicieron presentes. De acuerdo con 
Ramírez (2009), la ciudad de Acapulco presenta muchos 
problemas en su estructura urbana, en particular esta zona, 
la cual debido a la tormenta quedó nuevamente bajo el agua 
por el desbordamiento del Río de La Sabana, reflejando su 
alta vulnerabilidad ambiental.

Sin embargo, a partir de 2008 el gobierno estatal siguió 
otorgando licencias para la construcción de fraccionamientos 
a inmobiliarias como geo, ara y homex, mismas que desde la 
última década del siglo pasado han impulsado de forma con-
tundente la vivienda de interés social, residencial y turística; el 
problema es que se siguió edificando sobre zonas inadecuadas 
sin prevenir el riesgo de inundación. Entre los lugares más im-
portantes de la zona destacan Diamante Lake o Condominio 
Kimberly y Punta del Mar, con más de 2 000 viviendas; Joyas 
Diamante con 8 000; Marina Diamante con 3 000; La Ceiba 
con 800; Costa Dorada con 2 000 y Misión del Mar con un 
total de 3 000 (La Jornada, 26 de septiembre de 2013).

Finalmente, existiendo como antesala dicho proceso de 
saturación urbana y deterioro ambiental sobre el territorio 
de Zona Diamante, en septiembre de 2013 las tormentas 
Ingrid y Manuel tuvieron como resultado otra situación de 
desastre. Las inundaciones afectaron también a otras partes 
del estado de Guerrero, en específico a las zonas indíge-
nas en La Montaña y otros municipios alejados del centro 
de Acapulco. Ahora bien, ¿qué ha producido la vulnerabilidad, 
el riesgo y el desastre en este lugar? ¿Cómo influyeron las 
decisiones de los funcionarios y el papel de las inmobiliarias 
en la construcción social del riesgo y el desastre?

Las tres catástrofes son el resultado, entre otras cosas, 
de la incapacidad de los diferentes niveles de gobierno en 
la coordinación y prevención social del riesgo. La atención 
al riesgo de desastre es centralizada de arriba hacia abajo 
(Douglas y Wildavsky, 1983), la vinculación de la ciudadanía 
en la toma de decisiones es nula, a pesar de que después 
de Paulina hubo un intento fallido en la incentivación de 
la participación ciudadana. No se ha aprendido de las ex-
periencias anteriores y se continúa impulsando la idea de 
desarrollo a través de procesos modernizadores, que por 
un largo tiempo sólo han beneficiado a los funcionarios y 
a los dueños de las grandes inmobiliarias.

al menos 400 muertos, cerca de 10 mil damnificados y daños materiales 
incuantificables (La Crónica, 25 de septiembre de 2013).
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La histórica construcción social del riesgo y el desastre 
en la Zona Diamante ha estado sustentada en acciones 
corruptas entre los funcionarios y los dueños de las inmo-
biliarias poco transparentes y benéficas para la población 
que ocupa este lugar. Igualmente está sustentada en la 
explotación de los recursos naturales y en la intervención 
de sistemas o actores expertos (Giddens, 1999) –públicos 
o privados– en el ramo de la construcción, las finanzas, la 
política o la planeación. Estos expertos, a través de su par-
ticipación, respaldan la expropiación de tierras por parte 
del gobierno estatal y la intervención privada de las inmobi-
liarias en el territorio. De igual forma es el desenlace de la 
concatenación de otras problemáticas, como: a) el cambio 
de uso de suelo; b) la tenencia de la tierra; c) la falta de 
infraestructura hidráulica y vial que soporte la densificación 
sobre el territorio; d) la composición fangosa del suelo; e) 
la estructuración de las dimensiones de vulnerabilidad de la 
población y del ambiente; y, f) las constantes amenazas na-
turales. Juntas todas han posibilitado o formado el escenario 
de riesgo, y en consecuencia el desastre.

Hasta el momento, la función de los distintos planes de 
ordenamiento urbano es facilitar y promover el desarrollo 
de espacios habitables de interés social y residenciales, así 
como turísticos, con los mejores servicios, comodidades, 
o en su caso lujos, con la finalidad de generar una mayor 
atracción de inversión privada y turística por medio de 
la publicidad de una imagen urbana moderna, la cual es 
apoyada en una idea tergiversada de la sustentabilidad y 
la conservación del hábitat natural en donde la relación 
hombre-naturaleza se presenta en total equilibrio, cordial 
y paradisíaco, haciendo caso omiso del pasado catastrófico y 
de la falta de prevención del desastre.

Actualmente en la Zona Diamante persisten las gran-
des inversiones inmobiliarias. Su desarrollo y crecimiento 
urbano no están guiados con base en los planes rectores 
aprobados por el gobierno estatal, sino por los intereses 
de la clase política y el capital inmobiliario, ya que con la 
justificación o pretexto de que sus inversiones generan 
empleo y reactivan la economía, no les interesan los costes 
socioambientales que conllevan sus decisiones en la trans-
formación del ambiente y el territorio.

El riesgo y el desastre por inundación son los efectos no 
deseados de ese proyecto modernizador gestado a ultranza 
(Beck, 1997), en el cual las autoridades municipales y esta-
tales conceden las licencias de construcción a las empresas 
privadas sin un previo análisis de las consecuencias. Las 
grandes construcciones habitacionales y turísticas generan 

un incremento de la vulnerabilidad ambiental y socioeco-
nómica. En lo socioeconómico, muchas de las personas 
afectadas no tienen el sustento económico para resarcir 
o recuperar sus bienes; en algunos casos pierden todo su 
patrimonio: casa, auto, empleo o negocio, como fue el caso 
de muchas personas en las inundaciones provocadas por 
Manuel e Ingrid. En lo ambiental, el relleno de importantes 
sectores de humedales para construir las viviendas, los 
hoteles o la infraestructura misma transforma el sistema 
natural, debilitándolo y haciéndolo poco resistente.

En ese sentido, el nivel freático es superficial; durante 
la presencia de amenazas naturales se satura y el agua 
tiende a salir por las albercas, los registros o las tuberías, 
invadiendo las viviendas. Se trata de obras que alteran los 
cursos naturales del agua de los ríos colindantes (Papagayo 
y La Sabana, principalmente) por la destrucción de la flora 
y la fauna, que a su vez genera un mayor debilitamiento de 
los ecosistemas aledaños a la laguna de Tres Palos, la cual 
en tiempos de lluvia se desborda y provoca inundaciones 
de gran magnitud, como el año pasado. 

3. Las controversias en el desastre: 
percepciones, acciones e interacciones 
de los actores involucrados 

El 13 de septiembre, las tormentas tropicales Ingrid y Ma-
nuel, con vientos de 120 km./h e intensas lluvias afectaron 
las regiones de Guerrero, Oaxaca, Jalisco, Colima, Nayarit, 
Sinaloa y algunas regiones de Sonora y Chihuahua. Princi-
palmente se ubicaron a 225 km. de las costas de Guerrero. 
Para el día 15, el subsecretario de Protección Civil del 
estado de Guerrero, Constantino Vargas, contabilizó los 
primeros daños: nueve muertos, dos personas lesionadas, 
86 viviendas en pérdida total, el desborde de tres ríos, ocho 
derrumbes, 17 árboles caídos, dos bardas colapsadas y una 
embarcación extraviada, por lo cual solicitó la presencia 
inmediata del ejército y las autoridades federales para 
desplegar las acciones de rescate de la población afectada 
(El Universal, 24 de septiembre de 2013). 

El director general de la Comisión Nacional del Agua 
(Conagua), David Korenfeld, señaló que la lluvia que afectó a 
Guerrero es la de mayor intensidad registrada en la historia 
del país; se registró la caída de 987.2 milímetros de agua, 
lo que representa el 70% de la lluvia que cae anualmente 
en el puerto de Acapulco. Dijo que la saturación del suelo 
provoca menos capacidad de conducción, almacenamiento 
y un reblandecimiento total de la tierra, y aseguró que el 
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objetivo inmediato en conjunto con los ayuntamientos y 
las autoridades estatales era rescatar a los turistas, proveer 
de alimentos y colchonetas a los damnificados y estable-
cer módulos de atención en las diferentes colonias para 
la verificación de los daños (La Jornada Guerrero, 20 de 
septiembre de 2013).

En seguida, el presidente Enrique Peña Nieto, a través 
de la Secretaría de Gobernación, declaró a este estado 
como zona de desastre, por lo que los gobiernos munici-
pales tendrían derecho a recursos provenientes del Fondo 
Nacional de Desastres Naturales (Fonden) para resarcir las 
pérdidas de los afectados. El ejército mexicano decretó el 
Plan DN-III para inmediatamente iniciar con las acciones de 
atención y recuperación. De igual manera Rosario Robles, 
titular de la Secretaria de Desarrollo Social (Sedesol) señaló 
que se realizaría un censo para contabilizar a los afectados, 
se repartirían despensas y se generaría una serie de trabajos 
temporales en lugares como Acapulco y otros (La Jornada 
Guerrero, 17 de septiembre de 2013).

En otro momento el gobernador del estado, Ángel 
Heladio Aguirre Rivero, informó que en 72 horas de llu-
via consecutiva 24 personas perdieron la vida; de los 81 
municipios, 59 estaban afectados, y que la situación era 
sumamente delicada en la Zona Diamante. El alcalde de la 
ciudad de Acapulco, Walton Aburto, confirmó que había un 
total de catorce personas fallecidas, y que con la ayuda del 
personal de su gobierno se habían instalado tres refugios 
temporales. Al mismo tiempo asumió su responsabilidad 
en la no prevención de las lluvias provocadas por Ingrid y 
Manuel. Hubo comunicación en los periódicos, en Twitter 
y otras redes sociales, pero nunca se esperaba esa magnitud 
del fenómeno; el cambio climático puede seguir ocasio-
nando esos desastres naturales, advirtió. El edil también 
mencionó que Acapulco no está preparado para dichos 
eventos de la naturaleza, que debería haber capacitación 
para los gobernantes y más construcción de obras de in-
fraestructura resistentes a las contingencias, como en Hong 
Kong o Filipinas. No obstante, descartó destituir al director 
de Protección Civil del municipio, Efrén Valdez Ramírez, 
a quien se le atribuía no haber informado previamente a 
la población respecto de las lluvias que se avecinaban (La 
Jornada Guerrero, 18 de septiembre de 2013)14.

Por otra parte el gobernador Aguirre Rivero, luego de 
garantizar el abasto de alimentos y cobijas a los afectados 
por medio de los centros de autoservicio, dijo que les 
entregaría una tarjeta con un depósito de 10 mil pesos 
para canjearla por aparatos electrodomésticos, ya que la 
dimensión de los fenómenos naturales había rebasado por 
completo a las instancias gubernamentales. Igualmente 
aseguró que, por órdenes del presidente Enrique Peña 
Nieto, dispondría de una reserva territorial para reubicar 
a varios damnificados, utilizando el diálogo y frenando las 
decisiones unilaterales. En ese sentido, argumentó que es 
necesario por un lado evitar que las personas se instalen 
en asentamientos irregulares en la periferia del estado, y 
por el otro cambiar o ejecutar la reglamentación oficial 
y redefinir el plan de desarrollo urbano para no expedir 
más permisos de construcción en zonas no aptas para ello, 
como en el caso de Zona Diamante.

Por otro lado, otros integrantes de la clase política 
local y nacional se disputaban los créditos y escenificaban 
encuentros verbales en los que se culpaban respectivamen-
te. El diputado federal Catalino Duarte Ortuño calificó las 
acciones de repartición de ayuda a los damnificados como 
“tibias y lentas”, ayuda que provino de Beatriz Mojica Morga, 
secretaria de Desarrollo Social, y Silvia Romero Suárez, se-
cretaria de Educación. Un segundo encuentro se dio entre 
el diputado local Nicanor Adame Serrano y el presidente 
municipal de San Miguel Totolapan, Saúl Beltrán Orozco, a 
quien le reclamó el “acaparamiento de las despensas en vez 
de entregarlas a los afectados”. Asimismo, los senadores de 
la República, Armando Ríos Piter y Sofía Ramírez Hernán-
dez, en una gira por los lugares afectados se dedicaron a 
saludar y abrazar a la gente, a dar entrevistas y ánimos, a 
fomentar los llamados de unidad, acciones que el síndico 
procurador de Pungarabato, René Tapia, calificó de poco 
“concretas, mediáticas e insuficientes”.

Así, mientras los distintos funcionarios hacían declara-
ciones, se criticaban y llamaban la atención de los medios 
locales y nacionales, BBVA-Bancomer puso a disposición 
del público varios números de cuenta para el depósito 
de donativos; Walmart de México instaló 323 centros de 
acopio; el gobierno del Distrito Federal habilitó lugares para 
la colecta de vívires en la Plaza de la Constitución, al lado 
poniente de la catedral metropolitana y en las estaciones de 
bomberos; y el gobierno del Estado de México envío lanchas 
y personal capacitado para el rescate de los damnificados. 
A esas acciones se sumaron otros organismos públicos 
y privados, entre ellos la Cruz Roja Mexicana, el Museo 

14 Efrén Valdez Ramírez era director de Protección Civil cuando 
ocurrieron las inundaciones debido al huracán Paulina, cuando tampoco 
entonces se informó previamente a la población.
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Nacional de Culturas Populares (mncp), la Universidad 
del Claustro de Sor Juana (ucsj) y la Universidad Nacional 
Autónoma de México (unam), entre otros.

Sin embargo, al mismo tiempo la escasez de comida 
y agua provocaba que en las tiendas de autoservicio se 
elevaran los precios de los productos hasta 20 y 50% de su 
precio normal. Por ejemplo, en las tiendas Chedraui y So-
riana de la Zona Diamante, el kilogramo de huevo se elevó 
hasta 90 pesos. Por consiguiente, las personas saqueaban 
las tiendas inundadas y robaban la mercancía –desde cosas 
menores como galletas hasta pantallas de plasma, lavadoras 
e incluso los carros para las compras– (La Jornada Guerrero, 
19 de septiembre de 2013). Esto indicaba que la ayuda era 
insuficiente y la organización por parte de las autoridades 
federales, estatales y municipales era poco efectiva, aunque 
el ejército y la Marina se encargaban de la vigilancia. 

En la Zona Diamante, el agua superó los 50 cm. de 
altura, y en muchos casos hasta el metro y medio. Varios 
turistas y colonos estuvieron varados; las viviendas, la zona 
hotelera y la infraestructura en general quedaron bajo el 
agua. De ahí la importancia de mencionar el testimonio de 
los afectados. En el Viaducto Diamante y el Forum Mundo 
Imperial, las personas afectadas se formaban y esperaban, 
desde las primeras horas de la mañana, la repartición de las 
despensas por parte del personal del ejército. Al respecto, 
Lucía de la Cruz mencionó:

Soy de la colonia 19 de Noviembre; no hay trabajo, nos 
estamos muriendo de hambre. Mi esposo es taxista; su 
coche se descompuso. Queremos víveres y ya no quieren 
dar nada. Muchas familias no tienen dinero para comprar 
comida y mucho menos trasladarse a otro lugar, pues se 
dedican a la venta de plantas de viveros. Se perdieron 
unas 35 hectáreas de huertos (La Jornada Guerrero, 21 
de septiembre: 2).

En otro lugar, los habitantes del Condominio Tulipanes 
se quejaron de que las autoridades de Protección Civil del 
estado y del municipio, el ejército y la Marina no han ayu-
dado lo suficiente; algunas familias siguen en los techos de 
sus casas. El señor Ortiz afirmó a la prensa lo siguiente:

No tenemos apoyo de nadie; la planta tratadora de agua 
está a punto de reventar y hay un canal pluvial que está 
a punto de desbordarse y afectar a varios condominios. 
En dos horas se cayeron cuatro bardas construidas con 
unicel, y en la Iglesia de La Sabana se refugian unas 200 

personas que aún no reciben ayuda (El Universal, 18 de 
septiembre: 8).

Del mismo modo en la colonia Joyas del Márquez, 
Gregorio Gómez, originario del Distrito Federal, sostiene 
que cuando llegó a pedir información sobre el fraccio-
namiento le ofrecieron un paraíso cerca de la playa, con 
múltiples beneficios, pero nunca le dijeron que podría haber 
inundaciones:

Nunca nos dijeron de los riesgos tan fuertes que íbamos 
a tener. Creo que vendieron estas casas engañosamente. 
Ahora mi patrimonio está deteriorado porque mi casa 
se inundó; perdí todos mis muebles, se echaron a perder. 
Ojalá que se investigue quiénes fueron los culpables, que 
venga rápido el apoyo y nos digan si van a servir estos 
terrenos para poder seguir viviendo, si no para irnos de 
aquí (El Universal, 20 de octubre: 3).

A su vez Luis Benítez y José Fernández, residentes del 
fraccionamiento Quintas Miramar, coinciden en que tienen 
temor de regresar a vivir a esa zona. Afirman que cuando 
fueron a ver los fraccionamientos les mostraron una ma-
queta con un bello paisaje urbanístico, pero aseguran:

No nos dijeron en ningún momento que el río podría 
desbordarse o que la zona donde estamos instalados es 
pantanosa. Nosotros tenemos en pérdida total nuestras 
casas; lo único que queremos es que nos reubiquen para 
proteger a nuestra familia, porque no vamos a habitar otra 
vez esas casas (El Universal, 20 de octubre: 5).

Las respuestas de los afectados de Zona Diamante de-
muestran que la atención de las autoridades fue segmentada 
o nula, a pesar de que se afirmó lo contrario. Hubo personas 
en otros lugares, como La Montaña y Tierra Caliente, que 
no recibieron ninguna ayuda. Esta situación no se mencio-
naba del todo en los medios nacionales porque el foco de 
atención fue Acapulco, pero en otros casos fueron la materia 
prima para el show televisivo15. Ante esa situación, algunas 
Organizaciones no Gubernamentales, Centros de Derechos 

15 Tal es el caso de los programas de televisión Laura y Turnocturno, 
de Televisa, en los cuales se presentaban los testimonios de algunas per-
sonas afectadas, sobre todo de la parte de La Montaña y otros lugares a 
los que no había llegado la ayuda. Se escenificó la entrega de víveres y la 
consolación a los afectados.
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Humanos, la Coordinadora Regional de Autoridades Comu-
nitarias-Policía Comunitaria (crac-pc) y la Coordinadora 
Estatal de Trabajadores de la Educación (ceteg), entre otros, 
protestaron a favor de la población afectada en estos lugares 
con la finalidad de que las autoridades respondieran por lo 
sucedido. Por último, pedían que se investigaran los daños a 
las viviendas y las pérdidas humanas, que se adjudicaran las 
responsabilidades a quienes hubieran incurrido en alguna 
irregularidad e incluso hasta llegar al juicio político. Algunos 
representantes mencionaron:

Las acciones de rescate sólo benefician a los empresarios 
y a la gente de los grandes condominios. De esto el gober-
nador y sus funcionarios son los responsables; nosotros 
estamos apoyando a los pueblos, trabajando a diario con 
la gente. Se les tiene que castigar o sancionar; hay que 
fincar responsabilidades porque murió mucha gente, hay 
muchos daños. La propuesta es llevar a juicio político a 
los funcionarios que hayan incurrido en alguna negligencia. 
No hay que olvidar que por ejemplo los puentes que 
cayeron a lo largo del río Huacapa, en Chilpancingo, son 
relativamente nuevos; ahí hay responsabilidad de quienes 
los construyeron, si utilizaron los materiales adecuados, 
porque inevitablemente hay visos de corrupción (La 
Jornada Guerrero, 24 de septiembre de 2013: 7).

Finalmente, a un año del desastre, los estragos prevale-
cen; persiste la gente afectada. Las autoridades no asumen 
su responsabilidad y sus acciones son poco integradoras; 
parece que el desastre inicia y termina con las lluvias. No 
visualizan las repercusiones y mucho menos la importancia 
de la prevensión del riesgo. Parece que la experiencia de los 
dos desastres anteriores es nula o poco atendida. 

Ahora bien, recapitulando, las percepciones, acciones 
e interacciones de los actores sociales involucrados en el 
escenario de riesgo y desastre parten de una construcción 
subjetiva de la realidad (Douglas, 1996; Hoffman y Oliver, 
2002; Oliver, 2002) que refleja una serie de intereses par-
ticulares, objetivos y necesidades que cambian de acuerdo 
con la experiencia y con las formas de vivir en/el riesgo y 
en/el desastre. Son parte de esos imaginarios sociopolíticos 
de cada actor que, a su vez, representan un juego de legiti-
midades y posturas (De Alba y Castillo, 2014).

 Los actores involucrados se identifican como culpa-
bles entre sí. Por un lado, para la población afectada y las 
organizaciones civiles, las autoridades deben responder por 
las consecuencias de las inundaciones, ya que el desastre, si 

bien algunos lo catalogan como un fenómeno natural, pudo 
prevenirse avisando a tiempo a la población. Las autorida-
des son las únicas responsables, al igual que las empresas 
inmobiliarias, quienes ofrecieron paraísos terrenales pero 
no previnieron a los residentes sobre el riesgo y la aparición 
de este tipo de contingencias. Además no cumplieron con 
los planes de auxilio esperados o, en el caso de las inmo-
biliarias, con lo estipulado en el contrato de compra. Por 
otro lado, las autoridades justifican que el desastre es un 
evento natural, que ha rebasado la capacidad de las instan-
cias gubernamentales (local, estatal y federal) debido a su 
magnitud y a la poca infraestructura para combatir las lluvias, 
por lo que este tipo de sucesos son también considerados 
sólo como un efecto del cambio climático.

Las respuestas de ambos actores implican la conjuga-
ción de acciones que tienden a la negación, y por lo tanto 
giran en torno a lo legítimo e ilegítimo. En el caso de las 
personas afectadas, niegan las acciones de los gobiernos, 
evidencian su inoperatividad e ineficacia, así como su no 
convocatoria para la toma conjunta de las decisiones, ex-
cluyendo las experiencias de las personas afectadas y sus 
opiniones al respecto. En el caso de las autoridades, preten-
den legitimarse a partir de acciones que intentan contrarrestar 
los daños de la emergencia; es decir, tratan de indemnizar 
las pérdidas de la población afectada o de reubicarla pero 
no previenen el riesgo y el desastre; asimismo hacen uso de 
un discurso maniqueo en el cual el desastre es entendido 
sólo como un evento natural, no social ni político. 

En ese sentido, a partir del advenimiento del desastre, 
los imaginarios sociopolíticos de los actores involucrados 
se visualizan en distintas acciones como las siguientes:

a)	 Acciones inmediatistas: aquéllas que se refieren a la 
atención del desastre y la no prevención del riesgo por 
parte de las autoridades correspondientes. Es decir, la 
reubicación o indemnización de los afectados en el me-
jor de los casos y la atención prioritaria a determinados 
grupos y espacios, como los empresarios y la región 
centro del estado.

b)	 Acciones de empoderamiento: aquéllas que ejercen las 
personas afectadas a raíz del desastre y la poca o nula 
atención de las autoridades. O sea, el desplazamiento 
de sus lugares de pertenencia, las movilizaciones so-
ciales en relación a la defensa de sus tierras, la orga-
nización y el saqueo de las tiendas para la obtención 
de víveres y la demanda de juicio político para las 
autoridades.
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c)	 Acciones utilitarias: aquéllas ejercidas por las autoridades 
(federales, estatales y locales) y los actores privados, 
los cuales usufructúan las condiciones marginales de 
la población en beneficio propio. Por ejemplo, para 
las autoridades el desastre es una coyuntura para que 
realicen propaganda política en aras de la obtención 
del voto o el reconocimiento público de su imagen; 
en el caso de los actores privados como los centros 
comerciales y las televisoras, los primeros incrementan 
los precios de los productos por la escasez, mientras 
que los segundos convierten a las personas afectadas 
y su condición marginal en un elemento indispensable 
de su show televisivo.

Conclusiones

La articulación de las nociones de construcción y percep-
ción social del riesgo de desastre ha resultado reveladora 
porque se construye una perspectiva diferente de abordar 
las inundaciones como un problema socioambiental y polí-
tico, tomando como ejemplo el caso de Zona Diamante. En 
particular se analiza a las inundaciones como la consecuencia 
de las acciones humanas sobre el territorio y la naturaleza, 
las cuales se han evidenciado a partir de la implementación 
de distintos planes de ordenamiento urbano que implican, 
a su vez, procesos de negociación poco transparentes y co-
rruptos en los que se sobreponen los intereses particulares 
de la clase política y los actores privados (las inmobiliarias) 
ante la prevención del riesgo de desastre y el cuidado del 
ambiente. Asimismo, se explica a través de las percepciones 
y acciones de los actores involucrados en el escenario de 
desastre la formación de distintos imaginarios sociopolíticos 
en los que se conjugan diferentes acciones: inmediatistas, de 
empoderamiento y utilitarias.

Aquí nos centramos en las formas en cómo se ha pla-
nificado la Zona Diamante, en donde se han presentado las 
inundaciones, y cómo la población y las autoridades federa-
les, estatales y locales actúan e interactúan ante el escenario 
de desastre. Se demostró que a través de esta perspectiva se 
puede discutir a este tipo de fenómenos desde un enfoque 
más integral. De igual forma, en este ejercicio de reflexión 
se trata de contribuir al conocimiento y el estudio de los 
desastres desde las ciencias sociales. 

Ahora bien, las inundaciones en Zona Diamante han 
sido recurrentes, lo cual indica la nula atención de las au-
toridades ante la prevención de esta problemática. Desde 
los destrozos ocasionados por Paulina hasta la aparición 

de las tormentas Ingrid y Manuel, la clase política, en con-
tubernio con las inmobiliarias, promueven las catástrofes 
puesto que están empecinados en hacer de este lugar un 
espacio urbano y turístico supuestamente sustentable, 
en el cual el hombre pueda convivir con la naturaleza en 
plena armonía.

La idea de desarrollo se sobrepone a la de ambiente. 
Los costos o los efectos no esperados de las acciones 
humanas se hacen presentes, y éstas tienen mucho que 
ver con las decisiones y acciones políticas. En ese sentido, 
el desastre como un fenómeno sociopolítico implica tanto 
las decisiones y condiciones que lo producen como las ac-
ciones e interacciones de los actores sociales involucrados 
al momento de su aparición.
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